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PREÁMBULO

El pueblo de Colombia,

en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional 
Constituyente, invocando la protección de Dios, 
y con el fin de fortalecer la unidad de la nación y 
asegurar a sus integrantes la vida, la conviven­
cia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conoci­
miento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garan­
tice un orden político, económico y social justo, 
y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y 
promulga la siguiente [1º a 4º, 9º, 11, 22, 28, 86, 
93, 94, 103, 188, 380].





CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE COLOMBIA

Título I

DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

Art. 1º.—Colombia es un Estado social de derecho, or-
ganizado en forma de república unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales, democrá-
tica, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 
la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general [2º, 3º, 5º, 7º, 8º, 11, 12, 16, 17, 25, 29, 48, 49 
inc. 3º, 58, 67, 93, 103, 209, 215, 217, 286,287, 299, 
303, 312, 314, 368].

Art. 2º.—Son fines esenciales del Estado: servir a la co- 
munidad, promover la prosperidad general y garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes con-
sagrados en la Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la na-
ción; defender la independencia nacional, mantener la 
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integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica 
y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares [1º, 4º, 8º, 11 a 
13, 21, 67, 86, 90, 95, 113, 177-2, 282, 333, 365, 366]. 

Art. 3º.—La soberanía reside exclusivamente en el pue-
blo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce 
en forma directa o por medio de sus representantes, en los 
términos que la Constitución establece [Preámbulo, 1º, 
4º, 6º, 9º, 99, 40, 103, 107, 112, 133, 211, 258, 260, 374].

Art. 4º.—La Constitución es norma de normas. En todo 
caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u 
otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones cons- 
titucionales.

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en 
Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar 
y obedecer a las autoridades [1º a 4º, 6º, 41, 95-3,100, 
103, 107, 241, 374].

Art. 5º.—El Estado reconoce, sin discriminación algu- 
na, la primacía de los derechos inalienables de la persona 
y ampara a la familia como institución básica de la socie-
dad [6º, 13 a 16, 42 a 44, 46, 49, 93, 95-1 y 2, 241, 374].

Art. 6º.—Los particulares solo son responsables ante 
las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. 
Los servidores públicos lo son por la misma causa y por 

Art. 3º
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omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones 
[4º, 83, 90, 118, 121 a 123, 126, 133, 136, 149, 174, 175, 
178-3, 4 y 5, 250, 251-1, 256-3].

Art. 7º.—El Estado reconoce y protege la diversidad 
étnica y cultural de la nación colombiana [2º, 5º, 8º, 10, 
63, 68 inc. 6º, 95-1 y 4, 96-2-c), 176 inc. final, 246, 309. 
Decrs. 555 y 715 de 1992. Ley 1381 de 2010].

Art. 8º.—Es obligación del Estado y de las personas pro- 
teger las riquezas culturales y naturales de la nación [1º, 
2º, 7º, 63, 70, 80, 81, 82, 95-8, 102, 131, 332].

Art. 9º.—Las relaciones exteriores del Estado se fun-
damentan en la soberanía nacional, en el respeto a la 
autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento 
de los principios del derecho internacional aceptados por 
Colombia.

De igual manera, la política exterior de Colombia se 
orientará hacia la integración latinoamericana y del Caribe 
[Preámbulo, 2º, 93, 94, 96-2-b), 150-16, 154 inc. final, 
189-2, 212, 224, 227].

Art. 10.—El castellano es el idioma oficial de Colombia. 
Las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son también 
oficiales en sus territorios. La enseñanza que se imparta 
en las comunidades con tradiciones lingüísticas propias 
será bilingüe. [1º, 5º, 7º, 8º, 13, 286, 310. Ley 74 de 1968, 
art. 27. Ley 1381 de 2010].

Art. 10



Título II

DE LOS DERECHOS, LAS GARANTÍAS
Y LOS DEBERES

Capítulo 1

DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Art. 11.—El derecho a la vida es inviolable. No habrá 
pena de muerte [Preámbulo, 1º, 2º, 12, 17, 44, 85, 87, 
93, 377].
Art. 12.—Nadie será sometido a desaparición forzada, a 
torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes [11, 13, 28 a 30, 34, 85, 86, 93, 94, 214, 215, 377].
Art. 13.—Todas las personas nacen libres e iguales ante 
la ley, recibirán la misma protección y trato de las auto-
ridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de 
sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igual- 
dad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de gru- 
pos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas perso-
nas que por su condición económica, física o mental, se 
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encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se co- 
metan [Preámbulo, 2º, 5º, 10, 15, 28, 43, 47, 85 a 87, 94, 
209, 333, 334. Ley 1482 de 2011].

Art. 14.—Toda persona tiene derecho al reconocimiento 
de su personalidad jurídica [13, 16, 40, 42, 85, 103, 333].

Art. 15.—Todas las personas tienen derecho a su intimi-
dad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado 
debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informacio-
nes que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos 
y en archivos de entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de datos 
se respetarán la libertad y demás garantías consagradas 
en la Constitución.

La correspondencia y demás formas de comunicación 
privada son inviolables. Solo pueden ser interceptados o 
registrados mediante orden judicial, en los casos y con 
las formalidades que establezca la ley.

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de 
inspección, vigilancia e intervención del Estado, podrá 
exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás 
documentos privados, en los términos que señale la ley 
[5º, 13, 14, 20, 28, 73, 74, 83, 85, 86, 333, 334. Leyes 1065 
de 2006, 1266 de 2008, 1442 de 2011, 1581 de 2012]. 

Art. 16.—Todas las personas tienen derecho al libre 
desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que 
las que imponen los derechos de los demás y el orden 
jurídico [5º, 13, 27, 28, 41, 70, 85, 103 inc. 2º].

Art. 16
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Art. 17.—Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y 
la trata de seres humanos en todas sus formas [1º, 2º, 5º, 
12, 16, 17, 85, 377. Ley 74 de 1968, art. 7º. Leyes 146 de  
1994 y 985 de 2005].

Art. 18.—Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie 
será molestado por razón de sus convicciones o creencias 
ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su 
conciencia [Preámbulo, 1º, 5º, 16, 19, 20, 21, 42, 85].

Art. 19.—Se garantiza la libertad de cultos. Toda per-
sona tiene derecho a profesar libremente su religión y a 
difundirla en forma individual o colectiva.

Todas las confesiones religiosas e iglesias son igual-
mente libres ante la ley [5º, 13, 16, 18, 42 incs. 6º a 10, 
150-16, 189-2. Leyes 133 y 146 de 1994].

Art. 20.—Se garantiza a toda persona la libertad de ex- 
presar y difundir su pensamiento y opiniones, la de in-
formar y recibir información veraz e imparcial, y la de 
fundar medios masivos de comunicación.

Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se 
garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de 
equidad. No habrá censura [5º, 11, 13, 27, 73, 75, 77, 85, 
93, 214. Leyes 16 de 1972 y 1712 de 2014].

Art. 21.—Se garantiza el derecho a la honra. La ley se- 
ñalará la forma de su protección [2º inc. 2º, 5º, 15, 42 
inc. 2º, 150, 377].

Art. 22.—La paz es un derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento [Preámbulo, 1º, 2º, 67, 85, 95-6, 212, 213, 
282-6. Leyes 487 de 1998, 975 de 2005 y 1732 de 2014].

Art. 17
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Art. 22A.—[Adicionado. Acto legislativo 5 de 2017, art. 
1º]. Como una garantía de No Repetición y con el fin de 
contribuir a asegurar el monopolio legítimo de la fuerza y 
del uso de las armas por parte del Estado, y en particular 
de la fuerza pública, en todo el territorio, se prohíbe la 
creación, promoción, instigación, organización, instruc-
ción, apoyo, tolerancia, encubrimiento o favorecimiento, 
financiación o empleo oficial y/o [sic] privado de grupos 
civiles armados organizados con fines ilegales de cual-
quier tipo, incluyendo los denominados autodefensas, pa- 
ramilitares, así como sus redes de apoyo, estructuras o 
práctica, grupos de seguridad con fines ilegales u otras 
denominaciones equivalentes.

La ley regulará los tipos penales relacionados con estas 
conductas, así como las sanciones disciplinarias y admi-
nistrativas correspondientes.

Art. 23.—Toda persona tiene derecho a presentar pe-
ticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener pronta resolu-
ción. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 
organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales [2º, 20, 74, 83, 85, 92, 219, 229. Leyes 
1437 de 2011 y 1755 de 2015].

Art. 24.—Todo colombiano, con las limitaciones que 
establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por 
el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permane-
cer y residenciarse en Colombia [5º, 15, 28, 85, 96, 150, 
310 inc. 2º].

Art. 25.—El trabajo es un derecho y una obligación so- 
cial y goza, en todas sus modalidades, de la especial pro- 

Art. 25
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tección del Estado. Toda persona tiene derecho a un tra-
bajo en condiciones dignas y justas [Preámbulo, 1º, 39, 
43, 44, 53, 54, 57, 60, 64, 67, 103. Leyes 146 de 1994 y 
1429 de 2010].

Art. 26.—Toda persona es libre de escoger profesión u 
oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las auto- 
ridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejer-
cicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios 
que no exijan formación académica son de libre ejercicio, 
salvo aquellas que impliquen un riesgo social.

Las profesiones legalmente reconocidas pueden orga-
nizarse en colegios. La estructura interna y el funciona-
miento de estos deberán ser democráticos.

La ley podrá asignarles funciones públicas y estable-
cer los debidos controles [25, 67, 68 inc. 4º, 84, 85, 103 
inc. 2º].

Art. 27.—El Estado garantiza las libertades de enseñan-
za, aprendizaje, investigación y cátedra [20, 41, 67, 68, 
70, 71, 85].

Art. 28.—Toda persona es libre. Nadie puede ser mo-
lestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o 
arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en 
virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial com- 
petente, con las formalidades legales y por motivo pre-
viamente definido en la ley.

La persona detenida preventivamente será puesta a 
disposición del juez competente dentro de las treinta y 
seis horas siguientes, para que este adopte la decisión 
correspondiente en el término que establezca la ley.

Art. 26
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En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arres- 
to por deudas, ni penas y medidas de seguridad impres-
criptibles [15, 29, 30, 34, 85, 186, 228, 230, trans. 28. 
C. de P. P. (ley 906 de 2004), arts. 2º, 213 a 245. Leyes 
986 de 2005 y 1760 de 2015].

Art. 29.—El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes pre-
existentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio.

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun 
cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la res-
trictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se la 
haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindica-
do tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abo- 
gado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 
y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dila-
ciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 
las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 
condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con vio- 
lación del debido proceso [28, 30, 83, 86, 87, 174, 175, 
209, 228, 250, 277-1 y 7, 377. C. de P. P. (ley 906 de 
2004), arts. 6º a 8º].

Art. 30.—Quien estuviere privado de su libertad, y cre- 
yere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante 

Art. 30
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cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o 
por interpuesta persona, el habeas corpus, el cual debe 
resolverse en el término de treinta y seis horas [2º, 28, 
29, 85, 228, 282-3. C. de P. P., arts. 430 a 437. Ley 1095 
de 2006].

Art. 31.—Toda sentencia judicial podrá ser apelada o 
consultada, salvo las excepciones que consagre la ley.

El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando 
el condenado sea apelante único [29, 85, 87, 248, 277-1. 
C. de P. P. (ley 906 de 2004), art. 20].

Art. 32.—El delincuente sorprendido en flagrancia po- 
drá ser aprehendido y llevado ante el juez por cualquier 
persona. Si los agentes de la autoridad lo persiguieren y 
se refugiare en su propio domicilio, podrán penetrar en 
él, para el acto de la aprehensión; si se acogiere a domi-
cilio ajeno, deberá preceder requerimiento al morador 
[4º, 6º, 28, 95-1].

Art. 33.—Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí 
mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil [18, 29, 83, 85, 95 
ords. 1º y 7º, 137. Ley 906 de 2004, art. 344].

Art. 34.—[Modificado. Acto legislativo 1 de 2020, art. 
1º].  Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua 
y confiscación.

No obstante, por sentencia judicial, se declarará extin-
guido el dominio sobre los bienes adquiridos mediante 
enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público 
o con grave deterioro de la moral social.

Art. 31
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De manera excepcional cuando un niño, niña o ado-
lescente sea víctima de las conductas de homicidio en 
modalidad dolosa, acceso carnal que implique violencia 
o sea puesto en incapacidad de resistir o sea incapaz de 
resistir, se podrá imponer como sanción hasta la pena  
de prisión perpetua.

Toda pena de prisión perpetua tendrá control automá-
tico ante el superior jerárquico.

En todo caso la pena deberá ser revisada en un plazo 
no inferior a veinticinco (25) años, para evaluar la reso-
cialización del condenado.

Parágrafo transitorio.—El gobierno nacional contará 
con un (1) año contado a partir de la fecha de promul-
gación del presente acto legislativo, para radicar ante el 
Congreso de la República el proyecto de ley que regla-
mente la prisión perpetua.

Se deberá formular en el mismo término, una política 
pública integral que desarrolle la protección de niños, 
niñas y adolescentes; fundamentada principalmente en 
las alertas tempranas, educación, prevención, acom-
pañamiento psicológico y la garantía de una efectiva 
judicialización y condena cuando sus derechos resulten 
vulnerados.

Anualmente se presentará un informe al Congreso 
de la República sobre el avance y cumplimiento de esta 
política pública. Así mismo, se conformará una Comi-
sión de Seguimiento, orientada a proporcionar apoyo al 
proceso de supervisión que adelantará el legislativo [11, 
12, 17, 28, 29, 85, 122 inc. final, 377. C. P., art. 110. Ley 
793 de 2002. C. de P. P. (ley 906 de 2004), arts. 82 a 91].

Art. 34
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Art. 35.—[Modificado. Acto legislativo 1 de 1997, art. 
1º].  La extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer 
de acuerdo con los tratados públicos y, en su defecto, 
con la ley.

Además, la extradición de los colombianos por naci-
miento se concederá por delitos cometidos en el exterior, 
considerados como tales en la legislación penal colom-
biana. La ley reglamentará la materia.

La extradición no procederá por delitos políticos.
No procederá la extradición cuando se trate de hechos 

cometidos con anterioridad a la promulgación de la pre-
sente norma. [6º, 12, 22, 93, 96, 100, 150, 189-2. C. P., 
art. 15. C. de P. P. (ley 906 de 2004), arts. 490 a 514].

Nota: el texto en bastardilla es inexequible. Sent. C-543 de 1998.

Art. 36.—Se reconoce el derecho de asilo en los térmi-
nos previstos en la ley [Preámbulo, 1º a 4º, 100, 150-16, 
189-2].

Art. 37.—Toda parte del pueblo puede reunirse y ma-
nifestarse pública y pacíficamente. Solo la ley podrá 
establecer de manera expresa los casos en los cuales se 
podrá limitar el ejercicio de este derecho [13, 20, 38, 40, 
85, 107, 219].

Art. 38.—Se garantiza el derecho de libre asociación para 
el desarrollo de las distintas actividades que las personas 
realizan en sociedad [14, 20, 39, 52, 103 inc. 2º, 107, 108. 
Ley 743 de 2002].

Art. 39.—Los trabajadores y empleadores tienen dere- 
cho a constituir sindicatos o asociaciones, sin interven- 

Art. 35
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ción del Estado. Su reconocimiento jurídico se produci- 
rá con la simple inscripción del acta de constitución.

La estructura interna y el funcionamiento de los sindi-
catos y organizaciones sociales y gremiales se sujetarán al  
orden legal y a los principios democráticos.

La cancelación o la suspensión de la personería jurídi- 
ca sólo procede por vía judicial.

Se reconoce a los representantes sindicales el fuero 
y las demás garantías necesarias para el cumplimiento 
de su gestión.

No gozan del derecho de asociación sindical los miem- 
bros de la fuerza pública [Preámbulo, 1º, 25, 38, 55 a 
57, 60, 103 inc. 2º, 216, 336 inc. final. C. P., arts. 290 
a 292. Ley 26 de 1976].  

Art. 40.—Todo ciudadano tiene derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y control del poder político. 
Para hacer efectivo este derecho puede:

1. Elegir y ser elegido.
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, 

consultas populares y otras formas de participación demo- 
crática.

3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones po- 
líticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libre-
mente y difundir sus ideas y programas.

4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y 
en la forma que establecen la Constitución y la ley.

5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas.
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Cons-

titución y de la ley.

Art. 40
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7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públi- 
cos, salvo los colombianos, por nacimiento o por adop-
ción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará 
esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de  
aplicarse.

Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva 
participación de la mujer en los niveles decisorios de la 
administración pública [Preámbulo, 1º, 2º, 43, 85, 87, 95, 
96, 98, 99, 100, 103, 107, 258 a 260. Leyes 43 de 1993 
y 581 de 2000].

Art. 41.—En todas las instituciones de educación, ofi- 
ciales o privadas, serán obligatorios el estudio de la Cons- 
titución y la instrucción cívica. Así mismo se fomentarán 
prácticas democráticas para el aprendizaje de los princi-
pios y valores de la participación ciudadana. El Estado 
divulgará la Constitución [4º, 6º, 40-6, 67, 68, 86 a 88, 
91, 95, 188, 222, 241, 277 1, trans. 59. Ley 107 de 1994, 
art. 1º. Leyes 1013 y 1029 de 2006, art. 1º].

Capítulo 2

DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONÓMICOS
Y CULTURALES

Art. 42.—La familia es el núcleo fundamental de la so-
ciedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, 
por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección inte-
gral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio 
familiar inalienable e inembargable.

Art. 41
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La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son 
inviolables.

Las relaciones familiares se basan en la igualdad de 
derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco 
entre todos sus integrantes.

Cualquier forma de violencia en la familia se considera 
destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada 
conforme a la ley.

Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adop- 
tados o procreados naturalmente o con asistencia científi-
ca, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará 
la progenitura responsable.

La pareja tiene derecho a decidir libre y responsable- 
mente el número de sus hijos, y deberá sostenerlos y edu- 
carlos mientras sean menores o impedidos.

Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para 
contraerlo, los deberes y derechos de los cónyuges, su se- 
paración y la disolución del vínculo, se rigen por la ley 
civil.

Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en 
los términos que establezca la ley.

Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por di- 
vorcio con arreglo a la ley civil.

También tendrán efectos civiles las sentencias de nuli- 
dad de los matrimonios religiosos dictadas por las au-
toridades de la respectiva religión, en los términos que 
establezca la ley.

La ley determinará lo relativo al estado civil de las per- 
sonas y los consiguientes derechos y deberes [5º, 13, 
14, 19, 21, 44 inc. 2º, 46, 67 inc. 3º, 68 inc. 4º. Leyes 25 de 
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1992, 294 de 1996, 54 de 1990, 575 de 2000, 1361 
de 2009, 1388 de 2010 y 1412 de 2010]. 

Art. 43.—La mujer y el hombre tienen iguales derechos 
y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a nin- 
guna clase de discriminación. Durante el embarazo y 
después del parto gozará de especial asistencia y protec-
ción del Estado, y recibirá de este subsidio alimentario si 
entonces estuviere desempleada o desamparada.

El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabe- 
za de familia [5º, 13, 40 inc. final, 42, 53, 86. Leyes 82 de 
1993, 731 de 2002, 861 de 2003, 1232 de 2008, 1257 
de 2008, 1434 de 2011, 1761 de 2015].

Art. 44.—Son derechos fundamentales de los niños: la 
vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, 
la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado 
y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre 
expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás de- 
rechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en 
los tratados internacionales ratificados por Colombia.

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación 
de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 
armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad compe-
tente su cumplimiento y la sanción de los infractores.

Los derechos de los niños prevalecen sobre los dere-
chos de los demás [1º, 2º, 5º, 11 a 13, 16, 17, 20, 42, 50, 
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67, 68 inc. 4º, 356 inc. 2º. Leyes 670 y 679 de 2001, 1098 
de 2006 y 1918 de 2018].

Art. 45.—El adolescente tiene derecho a la protección y 
a la formación integral.

El Estado y la sociedad garantizan la participación ac- 
tiva de los jóvenes en los organismos públicos y privados 
que tengan a cargo la protección, educación y progreso 
de la juventud [1º, 2º, 13, 42, 48, 49, 50, 52. Ley 375 de 
1997].

Art. 46.—El Estado, la sociedad y la familia concurrirán 
para la protección y la asistencia de las personas de la 
tercera edad y promoverán su integración a la vida activa 
y comunitaria.

El Estado les garantizará los servicios de la seguridad 
social integral y el subsidio alimentario en caso de indi- 
gencia [1º, 2º, 5º, 13, 48, 65, 67, 90. Leyes 700 de 2001, 
1251 de 2008, 1276 de 2009, 1850 de 2017, 1912 de 
2018].

Art. 47.—El Estado adelantará una política de previsión, 
rehabilitación e integración social para los disminuidos 
físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran [1º, 2º, 5º, 13, 48, 
49, 54, 68 inc. final. Leyes 361 de 1997, 1306 de 2009, 
1616 de 2013, 1618 de 2013, 1752 de 2015].

Art. 48.—La seguridad social es un servicio público de 
carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coor- 
dinación y control del Estado, en sujeción a los principios 
de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos 
que establezca la ley.
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Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenun-
ciable a la seguridad social.

El Estado, con la participación de los particulares, 
ampliará progresivamente la cobertura de la seguridad 
social que comprenderá la prestación de los servicios 
en la forma que determine la ley. La seguridad social 
podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley.

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las 
instituciones de la seguridad social para fines diferentes 
a ella.

La ley definirá los medios para que los recursos des- 
tinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo cons- 
tante.

[Adicionado. Acto legislativo 1 de 2005, art. 1º]. El 
Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad fi-
nanciera del sistema pensional, respetará los derechos 
adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de 
la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su 
cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan 
con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto 
legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera 
de lo establecido en ellas.

Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y em-
bargos a pensiones ordenados de acuerdo con la ley, por 
ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o redu-
cirse el valor de la mesada de las pensiones reconocidas 
conforme a derecho.

Para adquirir el derecho a la pensión será necesario 
cumplir con la edad, el tiempo de servicio, las semanas 
de cotización o el capital necesario, así como las demás 
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condiciones que señala la ley, sin perjuicio de lo dispues-
to para las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los 
requisitos y beneficios para adquirir el derecho a una 
pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los esta-
blecidos por las leyes del Sistema General de Pensiones.

En materia pensional se respetarán todos los derechos 
adquiridos.

Los requisitos y beneficios pensionales para todas las 
personas, incluidos los de pensión de vejez por activi-
dades de alto riesgo, serán los establecidos en las leyes 
del sistema general de pensiones. No podrá dictarse dis- 
posición o invocarse acuerdo alguno para apartarse de lo  
allí establecido.

Para la liquidación de las pensiones solo se tendrán en 
cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere 
efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser 
inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin em-
bargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan 
conceder beneficios económicos periódicos inferiores 
al salario mínimo, a personas de escasos recursos que 
no cumplan con las condiciones requeridas para tener 
derecho a una pensión.

A partir de la vigencia del presente acto legislativo, 
no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin per-
juicio del aplicable a la fuerza pública, al presidente de 
la república y a lo establecido en los parágrafos del pre- 
sente artículo.

Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a par-
tir de la vigencia del presente acto legislativo no podrán 
recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. 
Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 
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todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no 
se hubiese efectuado el reconocimiento.

La ley establecerá un procedimiento breve para la revi- 
sión de las pensiones reconocidas con abuso del derecho 
o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
ley o en las convenciones y laudos arbitrales válidamente 
celebrados.

Parágrafo 1º.—A partir del 31 de julio de 2010, no po- 
drán causarse pensiones superiores a veinticinco (25) sa- 
larios mínimos legales mensuales vigentes, con cargo a 
recursos de naturaleza pública.

Parágrafo 2º.—A partir de la vigencia del presente acto 
legislativo no se podrán establecer en pactos, convencio-
nes colectivas de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, 
condiciones pensionales diferentes a las establecidas en 
las leyes del sistema general de pensiones.

Parágrafo 3º.—[Adicionado. Acto legislativo 1 de 2024,  
art. 1º]. Los miembros de la fuerza pública que se encuen-
tren o llegaren a estar en goce de asignación de retiro, 
goce de pensión o sus beneficiarios, tienen derecho a 
recibir la mesada catorce.

Parágrafo transitorio 1º.— [Adicionado. Acto legisla- 
tivo 1 de 2005, art. 1º]. El régimen pensional de los docen-
tes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados 
al servicio público educativo oficial es el establecido 
para el magisterio en las disposiciones legales vigentes 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 812 
de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 
docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir 
de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de 
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prima media establecidos en las leyes del sistema general 
de pensiones, en los términos del artículo 81 de la ley 
812 de 2003.

Parágrafo transitorio 2º.—Sin perjuicio de los dere-
chos adquiridos, el régimen aplicable a los miembros de 
la fuerza pública y al presidente de la república, y lo esta-
blecido en los parágrafos del presente artículo, la vigencia 
de los regímenes pensionales especiales, los exceptua- 
dos, así como cualquier otro distinto al establecido de ma- 
nera permanente en las leyes del sistema general de pen-
siones expirará el 31 de julio del año 2010.

Parágrafo transitorio 3º.—Las reglas de carácter pen- 
sional que rigen a la fecha de vigencia de este acto le-
gislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas 
de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, 
se mantendrán por el término inicialmente estipulado. 
En los pactos, convenciones o laudos que se suscriban 
entre la vigencia de este acto legislativo y el 31 de julio 
de 2010, no podrán estipularse condiciones pensionales 
más favorables que las que se encuentren actualmente 
vigentes. En todo caso perderán vigencia el 31 de julio de  
2010.

Parágrafo transitorio 4º.—El régimen de transición 
establecido en la ley 100 de 1993 y demás normas que 
desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá 
del 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores 
que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas 
al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de 
servicios a la entrada en vigencia del presente acto le- 
gislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen 
hasta el año 2014.
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Los requisitos y beneficios pensionales para las per-
sonas cobijadas por este régimen serán los exigidos por 
el artículo 36 de la ley 100 de 1993 y demás normas que 
desarrollen dicho régimen.

Parágrafo transitorio 5º.—De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 140 de la ley 100 de 1993 y el 
decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia 
de este último decreto, a los miembros del cuerpo de 
custodia y vigilancia penitenciaria y carcelaria nacional 
se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en 
el mismo. A quienes ingresaron con anterioridad a dicha 
fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces vigente 
para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, 
este es el dispuesto para el efecto por la ley 32 de 1986, 
para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones co- 
rrespondientes.

Parágrafo transitorio 6º.—Se exceptúan de lo esta-
blecido por el inciso 8º del presente artículo, aquellas 
personas que perciban una pensión igual o inferior a 
tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si 
la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes 
recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año [2º, 
25, 44, 46, 53, 64, 359-3, trans. 57. Leyes 100 de 1993, 
362 de 1997, 797 y 812 (art. 81) de 2003 y 1580 de 2012].

Parágrafo transitorio 7º.—[Adicionado. Acto legisla-
tivo 1 de 2024, art. 2º]. Accederá a la mesada catorce el 
personal civil y no uniformado del Ministerio de Defensa 
Nacional y la Policía Nacional pensionado en virtud del 
régimen especial y exceptuado del Sistema General de 
Pensiones.
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Art. 49.—La atención de la salud y el saneamiento am- 
biental son servicios públicos a cargo del Estado. Se ga- 
rantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar 
la prestación de servicios de salud a los habitantes y de 
saneamiento ambiental conforme a los principios de efi-
ciencia, universalidad y solidaridad. También, establecer 
las políticas para la prestación de servicios de salud por 
entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así 
mismo, establecer las competencias de la nación, las 
entidades territoriales y los particulares, y determinar 
los aportes a su cargo en los términos y condiciones se- 
ñalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma des-
centralizada, por niveles de atención y con participación 
de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la atención 
básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado 
integral de su salud y la de su comunidad.

[Adicionado. Acto legislativo 2 de 2009]. El porte y 
el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas 
está prohibido, salvo prescripción médica. Con fines pre- 
ventivos y rehabilitadores la ley establecerá medidas y 
tratamientos administrativos de orden pedagógico, pro-
filáctico o terapéutico para las personas que consuman 
dichas sustancias. El sometimiento a esas medidas y trata-
mientos requiere el consentimiento informado del adicto.

Así mismo el Estado dedicará especial atención al 
enfermo dependiente o adicto y a su familia para fortale-
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cerla en valores y principios que contribuyan a prevenir 
comportamientos que afecten el cuidado integral de la 
salud de las personas y, por consiguiente, de la comu-
nidad, y desarrollará en forma permanente campañas de 
prevención contra el consumo de drogas o sustancias 
estupefacientes y en favor de la recuperación de los 
adictos [1º, 2º, 50, 64, 78, 79, 87, 88, 356. Decr.-ley 694 
de 1975. Leyes 10 de 1990, 60 de 1993, 745 de 2002 y 
1438 de 2011]. 

Art. 50.—Todo niño menor de un año que no esté cu-
bierto por algún tipo de protección o de seguridad social, 
tendrá derecho a recibir atención gratuita en todas las 
instituciones de salud que reciban aportes del Estado. 
La ley reglamentará la materia [44, 48, 355, 356 inc. 2º; 
ley 100 de 1993].

Art. 51.—Todos los colombianos tienen derecho a vi-
vienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias 
para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de 
vivienda de interés social, sistemas adecuados de finan-
ciación a largo plazo y formas asociativas de ejecución 
de estos programas de vivienda [58, 64, 150-19, 313-7. 
Leyes 546 y 550 de 1999].

Art. 52.—[Modificado. Acto legislativo 2 de 2000, art. 
1º].  El ejercicio del deporte, sus manifestaciones recrea-
tivas, competitivas y autóctonas tienen como función la 
formación integral de las personas, preservar y desarrollar 
una mejor salud en el ser humano.

El deporte y la recreación, forman parte de la educación 
y constituyen gasto público social.
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Se reconoce el derecho de todas las personas a la re-
creación, a la práctica del deporte y al aprovechamiento 
del tiempo libre.

El Estado fomentará estas actividades e inspecciona-
rá, vigilará y controlará las organizaciones deportivas 
y recreativas cuya estructura y propiedad deberán ser 
democráticas [44, 45, 49, 58, 64, 67, 103 inc. 2º, 359-2, 
366. Leyes 181 de 1995, 582 de 2000, 912 de 2004, 1356 
de 2009, 1389 de 2010, 1445 de 2011, 1578 de 2012 y 
1679 de 2013].

Art. 53.—El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. 
La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los 
siguientes principios mínimos fundamentales:

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remu- 
neración mínima vital y móvil, proporcional a la canti-
dad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irre- 
nunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en 
normas laborales; facultades para transigir y conciliar 
sobre derechos inciertos y discutibles; situación más 
favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación 
e interpretación de las fuentes formales de derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades establecidas 
por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 
seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el 
descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 
maternidad y al trabajador menor de edad.

El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al 
reajuste periódico de las pensiones legales.

Los convenios internacionales del trabajo debidamente 
ratificados hacen parte de la legislación interna.
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La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de tra- 
bajo no pueden menoscabar la libertad, la dignidad hu-
mana ni los derechos de los trabajadores [1º, 2º, 25, 39, 
43, 48, 54 a 57, 87, 93, 228. Leyes 50 de 1990, 26 y 27 
de 1976, 581 de 2000, 1010 de 2006, 1395 de 2010].
Art. 54.—Es obligación del Estado y de los empleado- 
res ofrecer formación y habilitación profesional y téc-
nica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar 
la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar 
y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo 
acorde con sus condiciones de salud [2º, 13, 25, 39, 47, 
53, 103 inc. 2º].
Art. 55.—Se garantiza el derecho de negociación co-
lectiva para regular las relaciones laborales, con las 
excepciones que señale la ley.

Es deber del Estado promover la concertación y los de- 
más medios para la solución pacífica de los conflictos 
colectivos de trabajo [2º, 22, 25, 38, 39, 53, 56 inc. 2º, 
103 inc. 2º, 355. C. S. del T., arts. 3º, 416, 467 y 468. 
Decr.-ley 1045 de 1978, arts. 3º y 4º. Ley 27 de 1976].

Art. 56.—Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los 
servicios públicos esenciales definidos por el legislador.

La ley reglamentará este derecho.
Una comisión permanente integrada por el gobierno, 

por representantes de los empleadores y de los trabaja-
dores, fomentará las buenas relaciones laborales, contri-
buirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo 
y concertará las políticas salariales y laborales. La ley 
reglamentará su composición y funcionamiento [25, 37, 
39, 53, 55, 115, 334].
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Art. 57.—La ley podrá establecer los estímulos y los 
medios para que los trabajadores participen en la gestión 
de las empresas [1º, 15, 39, 53, 58, 60, 333].

Art. 58.—[Modificado. Acto legislativo 1 de 1999, art. 
1º].  Se garantizan la propiedad privada y los demás de-
rechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cua- 
les no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida 
por motivo de utilidad pública o interés social, resulta-
ren en conflicto los derechos de los particulares con la 
necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá 
ceder al interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obliga-
ciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas 
y solidarias de propiedad.

Por motivos de utilidad pública o de interés social de- 
finidos por el legislador, podrá haber expropiación me-
diante sentencia judicial e indemnización previa. Esta 
se fijará consultando los intereses de la comunidad y del 
afectado. En los casos que determine el legislador, dicha 
expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, 
sujeta a posterior acción contencioso-administrativa, in- 
cluso respecto del precio [2º, 51, 59 a 61, 63, 64, 72, 75, 
86, 90, 310, 333. Leyes 338 de 1997 (arts. 63 a 72), 675 
de 2001 y 1708 de 2014].

Art. 59.—En caso de guerra y solo para atender a sus 
requerimientos, la necesidad de una expropiación podrá 
ser decretada por el gobierno nacional sin previa indem-
nización.
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En el expresado caso, la propiedad inmueble solo podrá 
ser temporalmente ocupada, para atender a las necesi-
dades de la guerra, o para destinar a ella sus productos.

El Estado será siempre responsable por las expropia-
ciones que el gobierno haga por sí o por medio de sus 
agentes [1º, 2º, 58, 212, 213, 237-1. Ley 446 de 1998].

Art. 60.—El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, 
el acceso a la propiedad.

Cuando el Estado enajene su participación en una em-
presa, tomará las medidas conducentes a democratizar la 
titularidad de sus acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a 
las organizaciones solidarias y de trabajadores, condicio-
nes especiales para acceder a dicha propiedad accionaria. 
La ley reglamentará la materia [25, 39, 53, 57, 58, 64, 
336. Leyes 179 de 1995, 226 de 1995 y 1152 de 2007].

Art. 61.—El Estado protegerá la propiedad intelectual 
por el tiempo y mediante las formalidades que establezca 
la ley [58, 150-24, 189-27. Ley 23 de 1982, decr.-reg. 
3116 de 1984. Decr.-ley 2041 de 1991. Ley 44 de 1993. 
Decr. 1278 de 1996. Ley 719 de 2001].

Art. 62.—El destino de las donaciones intervivos o testa-
mentarias, hechas conforme a la ley para fines de interés 
social, no podrá ser variado ni modificado por el legisla-
dor, a menos que el objeto de la donación desaparezca. 
En este caso, la ley asignará el patrimonio respectivo a 
un fin similar.

El gobierno fiscalizará el manejo y la inversión de ta- 
les donaciones [58, 115, 189-26].
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Art. 63.—Los bienes de uso público, los parques natu-
rales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras 
de resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y 
los demás bienes que determine la ley, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables [8º, 72, 75, 80, 88, 
102, 332].

Art. 64.—[Modificado. Acto legislativo 1 de 2023, art. 
1º]. Es deber del Estado promover el acceso progresivo 
a la propiedad de la tierra del campesinado y de los tra- 
bajadores agrarios, en forma individual o asociativa.

El campesinado es sujeto de derechos y de especial pro- 
tección, tiene un particular relacionamiento con la tierra 
basado en la producción de alimentos en garantía de la  
soberanía alimentaria, sus formas de territorialidad cam-
pesina, condiciones geográficas, demográficas, organiza-
tivas y culturales que lo distingue de otros grupos sociales.

El Estado reconoce la dimensión económica, social, 
cultural, política y ambiental del campesinado, así como 
aquellas que le sean reconocidas y velará por la protec-
ción, respeto y garantía de sus derechos individuales y 
colectivos, con el objetivo de lograr la igualdad material 
desde Un enfoque de género, etario y territorial, el acceso 
a bienes y derechos cono a la educación de calidad con 
pertinencia, la vivienda, la salud, los servicios públicos 
domiciliarios, vías terciarias, la tierra, el territorio, un 
ambiente sano, el acceso e intercambio de semillas, los 
recursos naturales y la diversidad biológica, el agua, la 
participación reforzada, la conectividad digital, la mejora 
de la infraestructura rural, la extensión agropecuaria y 
empresarial, asistencia técnica y tecnológica para generar 

Art. 64
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valor agregado y medios de comercialización para sus 
productos.

Los campesinos y las campesinas son libres e iguales 
a todas las demás poblaciones y tienen derecho a no ser 
objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de 
sus derechos, en particular las fundadas en su situación 
económica, social, cultural y política.

Parágrafo 1º.—La ley reglamentará la institucionali-
dad necesaria para lograr los fines del presente artículo y 
establecerá los mecanismos presupuestales que se requie-
ran, así como el derecho de los campesinos a retirarse de 
la colectividad, conservando el porcentaje de tierra que 
le corresponda en casos de territorios campesinos donde 
la propiedad de la tierra sea colectiva.

Parágrafo 2º.—Se creará el trazador presupuestal  
del campesinado como herramienta para el seguimien- 
to del gasto y la inversión realizada por múltiples sectores 
y entidades, dirigida a atender a la población campesina 
ubicada en zona rural y rural dispersa [2º, 38, 48, 49, 
51, 52, 58, 60, 65, 66, 334. Leyes 160 de 1994, 1021 de 
2006, 1166 de 2006, 1152 de 2007].

Art. 65.—La producción de alimentos gozará de la espe- 
cial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará 
prioridad al desarrollo integral de las actividades agríco- 
las, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, 
así como también a la construcción de obras de infraes-
tructura física y adecuación de tierras.

De igual manera, el Estado promoverá la investigación 
y la transferencia de tecnología para la producción de 
alimentos y materias primas de origen agropecuario, con 
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